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Ciudad de México, 28 de noviembre de 2023

NECESITAMOS 225 MIL MILLONES DE PESOS 
MÁS PARA SEGURIDAD

• El estudio exhibe el daño provocado por el desmantelamiento de las insti-
tuciones de seguridad y justicia y estima el costo de remontar los rezagos 
generados en los últimos cinco años.

• Existe un rezago presupuestal de al menos 225 mil millones de pesos ocasio-
nados por la reducción del gasto público durante la actual administración.

• El gasto en seguridad y justicia ha disminuido 22.5% en términos reales 
entre 2018 y 2022.

• Esto nos ha llevado a una ruta de deterioro y erosión de las capacidades 
de las instituciones de seguridad y justicia que hacen imposible recuperar 
el control del territorio -que hoy se encuentra mayormente en manos de 
los grupos criminales-, proteger a los ciudadanos y sancionar los delitos.

El Observatorio Nacional Ciudadano de Seguridad, Justicia y Legalidad (ONC) 
presentó el estudio ¿Transformación o retroceso? El costo de la tragedia en 
seguridad y justicia que exhibe el daño provocado por el desmantelamiento de 
las instituciones de seguridad y justicia y estima el costo de remontar los rezagos 
generados en los últimos cinco años.

Este documento no solo presenta un balance del gasto público del actual gobierno 
federal, sino que muestra una aproximación al costo financiero del desmantela-
miento o debilitamiento institucional en la materia.

Entre los hallazgos del estudio se identifica el costo social que se deriva de la 
consistente intención de borrar todo aquello que se había construido en el pasa-
do, acotar la autonomía de las instituciones, centralizar las decisiones y eliminar 
los contrapesos.

La inseguridad actual es consecuencia del fracaso del gobierno de AMLO

• 2024 el año con el mayor número de desaparecidos, el segundo peor en
            delitos que atentan contra la vida y el octavo con mayor tasa de homi-
cid-   
            ios dolosos.
• El gobierno de AMLO cerró con la mayor tasa de homicidios dolosos, 
            delitos que atentan contra la vida y desaparición de personas.
• La falta de seguridad en Sinaloa, Tabasco, así como en otras entidades 
es 
             un reflejo del abandono de la respuesta institucional durante el sexen-
io 
             de AMLO.

Tras más de 100 días de la administración de Claudia Sheinbaum, las cifras 
oficiales de incidencia delictiva recién publicadas evidencian el fracaso de la 
política pública de seguridad durante los últimos años. La muestra más clara 
es que 2024 se posicionó como uno de los años más violentos de la historia 
de nuestro país.

Si se comparan los datos anuales de carpetas de investigación, 2024 ocupa el 
8o lugar como el de mayor tasa de homicidios dolosos.

Además sobresale que entre 2023 y 2024 no hubo avances significativos, ya 
que con base en la información oficial hubo una disminución de apenas 
0.27% de las carpetas de investigación de homicidio doloso entre dichos 
años mientras que la tasa de víctimas creció 0.22%.

Ciudad de México, 23 de Enero de 2025

La actual inseguridad es consecuencia 
del fracaso del gobierno de AMLO

2024 el año con el mayor número de desaparecidos, el segundo peor en 
delitos que atentan contra la vida y el octavo con mayor tasa de homicidios 
dolosos.

El gobierno de AMLO cerró con la mayor tasa de homicidios dolosos, delitos 
que atentan contra la vida y desaparición de personas.

La falta de seguridad en Sinaloa, Tabasco, así como en otras entidades es un 
re�ejo del abandono de la respuesta institucional durante el sexenio de 
AMLO.
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De acuerdo con el informe, el gasto en seguridad y justicia ha disminuido 22.5% en 
términos reales entre 2018 y 2022. Esta tendencia contrasta con lo observado en 
el sexenio anterior cuando hubo incrementos durante los primeros cuatro años. 

El estudio advierte que existe un rezago presupuestal de al menos 225 mil millo-
nes de pesos (mmdp) ocasionados por la reducción del gasto público durante la 
actual administración. Al respecto, el director del ONC, Francisco Rivas afirmó que 
“la cantidad que no se ha destinado en los primeros 4 años de esta administra-
ción federal, casi hubiera alcanzado para un año extra de atención presupuestal 
a esos temas. Este ha sido un ahorro mal entendido que ha conllevado graves 
consecuencias para toda la población”.

“Se demuestra cómo la ruptura de mecanismos de colaboración entre las auto-
ridades federales y la sociedad civil organizada ha debilitado la operación de las 
dependencias involucradas en seguridad y justicia, mermado la transparencia e 
imposibilitado la rendición de cuentas”, explicó.

El reporte destaca que la reducción presupuestal se suma a las múltiples fallas 
de política pública que el ONC ha documentado a lo largo de este sexenio. Bajo 
esta lógica, Rivas enfatizó que no se trata de falta de recursos, ya que sí existen 
para financiar otros proyectos y programas; más bien el gobierno trasladó a la 
sociedad el costo de oportunidad de no invertir en seguridad y justicia. El gobierno 
federal decidió ignorar la urgencia nacional de disminuir la incidencia delictiva 
y la violencia.

Cabe destacar que el informe da cuenta de la inefectividad del gasto público al 
considerar la incidencia del homicidio doloso, feminicidio, extorsión, narcome-
nudeo, violación, así como otras problemáticas severas como la desaparición de 
personas, el desplazamiento forzado interno, el reclutamiento y utilización de 
niñas, niños y adolescentes, el asesinato de periodistas y defensores de derechos 
humanos, entre otras. 

El reporte expone severas deficiencias presupuestales de instituciones clave como 
la Guardia Nacional (GN), la Fiscalía General de la República (FGR), la Comisión 
Ejecutiva de Atención a Víctimas (CEAV), la Comisión Nacional de Búsqueda de 
Personas Desaparecidas (CNBP), la Comisión Nacional de los Derechos Humanos 
(CNDH) así como del Fondo de Aportaciones para la Seguridad Pública (FASP).

Adicionalmente, las cifras oficiales revelan que el gobierno del expresidente 
López cerró como el de más homicidios dolosos -pese a ser un sexenio de 70 
meses y no de 72, como sus antecesoras-. Ello se debe a que se durante dicho 
periodo se registró una tasa de 128.03 carpetas de investigación y 150.6 vícti-
mas de homicidio doloso por cada 100 mil habitantes.

Si comparamos estos datos con las administraciones federales pasadas se 
observa que el sexenio de Fox cerró con una tasa de 71.03 averiguaciones 
previas por homicidio doloso, el de Calderón con 90.26 carpetas de investi-
gación y el de Peña con 102.37.

Por lo que refiere a otros delitos que atentan contra la vida, 2024 se posi-
cionó como el segundo con mayor tasa, ubicándose solo detrás de 2023.

La elevada incidencia de este delito no es algo menor, sobre todo si se toma 
en consideración las inconsistencias de registros que ha señalado el Obser-
vatorio durante los últimos años.

En cuanto a la crisis de desapariciones, 2024 ha sido el año con el mayor 
número de personas desaparecidas y no localizadas desde 1964. Ello se debe 
a que 2024 cerró con un total de 13,596 personas desaparecidas, lo que 
equivale a un 32% más que 2023 -que se posicionó como el segundo año con 
más personas desaparecidas desde que existen registros-. 

El sexenio del expresidente López concluyó como aquel en el que han desa-
parecido más personas.

Estas cifras oficiales son preocupantes porque a la par del recrudecimiento 
de este delito y violación grave de derechos humanos, se debilitó la infrae-
structura institucional necesaria para la implementación eficiente de la Ley 
General en la materia. Aunado a que en la narrativa oficial de la actual ad-
ministración federal se ha tratado de anular cualquier referencia a esta crisis 
nacional.
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“Esto nos ha llevado a una ruta de deterioro y erosión de las capacidades de las 
instituciones de seguridad y justicia que hacen imposible recuperar el control 
del territorio, proteger a los ciudadanos y sancionar los delitos”, lamentó Rivas.

En ese sentido, sentenció “el actual gobierno federal y las legislaturas de la Cámara 
de Diputados que aprobaron los presupuestos son directamente responsables 
de la inefectividad y la distribución precaria de recursos públicos para atender la 
crisis de seguridad y justicia, a la par del incalculable costo humano, el retroceso 
de libertades, la pérdida de oportunidades de desarrollo y beneficio para todos, 
derivado del desmantelamiento y deterioro institucional”.

De cara a las elecciones del próximo año, Francisco Rivas consideró que la persona 
que resulte electa como presidente de la República deberá corregir el saldo ne-
gativo de la actual administración: gasto insuficiente e inefectivo y mala política 
pública, así como destinar 70% más al gasto público respecto a 2024, para la ope-
ración de las instituciones de seguridad y justicia, es un reto, dijo, que requerirá 
de decisiones impopulares.

--oo00oo--

Asimismo, el sexenio de AMLO concluyó como aquel con la mayor tasa de 
feminicidios, lesiones dolosas, delitos que atenta contra la libertad individu-
al, extorsiones, delitos que atenta contra la sociedad, narcomenudeo, trata 
de personas, violaciones, violencia familiar, robo a transporte de carga, robo 
de hidrocarburos, robo en transporte público y como el segundo peor en 
robo a negocio.

Es incuestionable que el gobierno de AMLO fue un periodo perdido en mate-
ria de seguridad, no solo porque con la estrategia “Abrazos, no balazos” se 
registraron los peores niveles de incidencia delictiva, sino porque se permitió 
el fortalecimiento de organizaciones criminales y mercados ilícitos que han 
provocado una respuesta más frontal del gobierno de Estados Unidos.

Desde el Observatorio Nacional Ciudadano si bien celebramos que la actual 
administración haya cambiado algunos componentes de la Estrategia Nacio-
nal de Seguridad, esto aún no es suficiente ante las graves problemáticas 
locales que se enfrentan en las carreteras del país o en estados como Sinaloa 
y Tabasco. Hacemos un llamado para aprender de los errores del pasado, así 
como evitar caer en posturas o discursos triunfalistas que minimicen los 
costos humanos, sociales y económicos de la inseguridad.
 

     --oo00oo--
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